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			Prólogo

			En un Estado Social, el Derecho penal tiene como fin luchar contra el delito para proteger a la sociedad mediante la protección de bienes jurídicos. La consecución de este objetivo pasa por concebir el delito como un fenómeno social y la pena como función social. La naturaleza social del delito y la pena los convierte, de este modo, en objetos idóneos de la Sociología y la Psicología Social. Solo a través de la observación sistemática de la población mediante la aplicación del método sociológico, así como de los sujetos del delito y de la pena por la Psicología Social, resulta posible comprobar con exactitud científica la eficacia de la pena como mecanismo protector de bienes jurídicos e inhibidor de la delincuencia. El modo más eficaz de conseguir la protección de bienes jurídicos consistiría, así, en analizar el delito y al delincuente como realidades empíricas, conocer los factores que provocan su aparición (etiología) y plasmar este conocimiento de la realidad empírica en leyes eficaces y en una ejecución de las penas adecuada a la peligrosidad concreta de cada clase de delincuente, analizados desde una perspectiva biológico-psicológico-sociológica.

			El Derecho penal tan solo puede realizar el señalado fin preventivo a partir de una concepción de la Ciencia penal como disciplina total comprensiva del Derecho penal y la Criminología. El Derecho penal se convertiría, de este modo, en una «Ciencia global» (gesamte Strafrechtswissentschaft). La Ciencia global del Derecho penal cumpliría, de este modo, una triple función: a) pedagógica, de formación de futuros penalistas prácticos; b) científica, de descripción de los fenómenos que constituyen su objeto, esto es, de los delitos y las penas, y c) política, consistente en el asesoramiento del legislador en la lucha contra la delincuencia.

			En la gesamte Strafrechtswissentschaft, la Dogmática jurídico-penal concurriría con otras disciplinas penales. De estas últimas, las dos más importantes serían la Política criminal y la Criminología. En su variante clásica, esta última es una disciplina que informa sobre el delito, el delincuente y el mundo que le circunda, y la víctima, como fenómenos de la realidad, sirviéndose de métodos de distintas ciencias naturales y sociales, y cuya principal finalidad consiste en explicar las causas (etiología criminal) o las formas de aparición (fenomenología criminal) del delito como un fenómeno empírico, como una realidad natural individual (Antropología o Biología y Psicología o Psiquiatría Criminal) o social (Sociología o Estadística Criminal), a fin de aportar conocimientos contrastados que permitan comprender y evitar científicamente el delito interviniendo con eficacia en el delincuente. Entendida de este modo, la Criminología constituye una disciplina esencialmente fáctica, del ser.

			La Dogmática del Derecho penal, la Criminología y la Política criminal constituirían, de este modo, tres disciplinas autónomas, aunque no desconectadas. Sin la Criminología, el Derecho penal estaría alejado de la realidad, y sin el Derecho penal, la Criminología carecería de un objeto y un punto de referencia fijos. Sin la Política criminal, el Derecho penal se convertiría en un mero proceso legislativo sin orientación alguna, y a una Política criminal desconocedora de las posibilidades del Derecho penal le faltaría el fundamento sobre el que debe construirse. Y, por último, una Política criminal sin Criminología flotaría en un espacio sin aire, del mismo modo que, sin perspectivas político-criminales, la Criminología correría el peligro de convertirse en una mera recopilación de hechos pertenecientes a la realidad empírica. En mi opinión, a la Política criminal le corresponde desempeñar, entre otras funciones, la decisiva de servir de mediadora entre la Criminología y el Derecho penal.

			De la delimitación de la Política criminal de la Dogmática del Derecho penal, por una parte, y de la Criminología, por otra, resulta una imagen global de la justicia penal como un edificio que consta de tres pilares: la Criminología, que analiza el delito desde todos sus puntos de vista; el Derecho penal, que explica y aplica los preceptos positivos con los que la sociedad hace frente a ese fenómeno criminal; y, finalmente, la Política criminal, que es arte y ciencia al mismo tiempo, cuya misión práctica es, en última instancia, hacer posible que estas reglas de derecho positivo tengan la mejor redacción, y dar las correspondientes líneas directrices tanto al legislador, que debe elaborar la ley, como al juez, que debe aplicarla, o al correspondiente órgano administrativo de ejecución, que debe plasmar la pretensión del juez en la realidad. La Criminología, la Dogmática jurídico-penal y la Política criminal tienen que cumplir misiones autónomas, con entidad propia, y representan a través de su interacción una unidad funcional. Las tres consisten en disciplinas puestas al servicio de la lucha contra el delito. La Política criminal tiene la misión de sintetizar y realizar los resultados del ámbito de la investigación empírica de la Dogmática jurídico-penal normativa en un programa de acción más amplio.

			Este planteamiento holístico, defendido por Franz von Liszt el 4 de abril de 1882 ante la Sociedad Jurídica de Budapest, exponiendo el parecer de la Asociación Internacional de Criminología y el suyo propio, y de forma más extensa en su informe «Über den Einfluss der soziologischen und antropologischen Forschungen auf die Grundbegriffe des Strafrechts» («Sobre la influencia de las investigaciones sociológicas y antropológicas en los conceptos fundamentales del Derecho penal») realizado en 1893 para la asamblea general de la Asociación Internacional de Criminología, sigue plenamente vigente a día de hoy. La obra que tiene el lector entre sus manos se presenta como fiel heredera de la tradición social y pragmática de la Escuela Moderna de Derecho penal, y viene a consolidar a la Psicología social como pilar fundamental de una Criminología inspirada en el conocimiento basado en evidencias empíricas. Lo hace a través del estudio de algunas de las cuestiones que mayor interés suscitan en la actualidad para el sistema penal y su correcto funcionamiento, tanto desde una perspectiva teórica (sirva como muestra de ello el capítulo inicial dedicado a la Psicología jurídica) como, sobre todo, a través de una metodología decididamente empírico-pragmática (paradigmáticos son, a este respecto, los estudios sobre evaluación psicológica forense de la imputabilidad, Psicología del testimonio, toma de decisiones jurídicas, acoso psicológico en el trabajo, evaluación forense del acoso, detección e intervención de la radicalización violenta de etiología yihadista, delincuencia y victimización infanto-juvenil, victimización adulta, violencia de género en las relaciones de pareja, Psicología policial, Psicología criminalista, Perfilación y Psicología de investigación criminal, Psicología penitenciaria y Mediación penal en la Psicología jurídica).

			Por tan fructífero trabajo de investigación aplicada —en absoluto exenta de una sólida base fundamental— no me queda sino felicitar a mi buen amigo el profesor Dr. Miguel Ángel Soria, coordinador de este flamante Manual de psicología jurídica penal e investigación criminal y autor o coautor de algunos de sus capítulos, así como al resto de participantes en la obra, por el excelente resultado alcanzado, que será fácilmente apreciado por el lector. Y, además, y muy especialmente, por su implicación y compromiso, desde hace ya tanto tiempo, con la Criminología, para cuya consolidación en nuestro ámbito de cultura, aportaciones tan útiles como la que nos ocupa devienen sencillamente imprescindibles.

			Barcelona, 1 de junio de 2021.

			Prof. Dr. Víctor Gómez Martín
Catedrático de Derecho penal
Universitat de Barcelona
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			La psicología jurídica

			MIGUEL ÁNGEL SORIA

			1. CONCEPTO Y ÁMBITOS DE PSICOLOGÍA JURÍDICA

			La psicología jurídica puede definirse como un ámbito de conocimiento de la psicología social que estudia los comportamientos psicosociales individuales o grupales regulados por el derecho, en sus distintos órdenes, así como los factores psicosociales que guían o facilitan los actos y las regulaciones jurídicas (Soria, 2004).

			El concepto se sustenta en varios principios (Soria, 2011). El primero, y menos desarrollado, es la psicología del derecho, que estudia la elaboración de las leyes como producto intencional y propositivo (edad penal, percepción social del castigo, visión de la eutanasia, etc.). El segundo es la psicología en el derecho, que analiza las leyes como estímulos sociales que determinan conductas individuales, interpersonales o grupales (toma de decisiones jurídica, formación de abogados, desarrollo de técnicas para la policía, etc.). Finalmente, el más conocido es la psicología para el derecho, que se puede definir como una ciencia auxiliar en la aplicación del derecho que facilita información sobre hechos o acciones sociales; para ello se observa una colaboración interna con el sistema judicial (forensia, policial, etc.) y también de modo externo (cuando los servicios sociales, clínicos, educativos, etc., son llamados a declarar como testigos cualificados).

			En conjunto, podemos establecer los siguientes elementos. Primero, se enmarca dentro del área de la psicología social, no existe ningún acto criminal o de otro tipo penal regulado jurídicamente que afecte a una sola persona; siempre se sustenta en una conducta interactiva entre dos seres humanos o más. Así, aparecen como mínimo binomios (agresor vs. víctima, exmarido vs. exesposa, separaciones, administración pública vs. funcionario, etc.), e incluso grupos u organizaciones (crimen organizado, tráfico de seres humanos, de drogas, pornografía infantil, etc.). Segundo, analiza conductas individuales, pero siempre en función de la interacción social realizada (homicidio, agresión sexual, etc.).

			Si bien incluye conocimientos clínicos, a veces no son los más relevantes, pues abarca otras áreas de la psicología como son la evolutiva, grupal, básica, social, etc. Todo ello hace que, según la temática y el contenido de la evaluación/intervención que haya que realizar, deba predominar una u otra de las distintas ramas de la ciencia psicológica.

			Tradicionalmente se ha confundido la psicología jurídica con la clínica (Soria, 2011), debido al enfoque psicopatológico subyacente y a los efectos históricos de la práctica forense. De hecho, la mayoría de los delitos son cometidos por personas sin afectación clínica relevante en los hechos por los cuales son juzgados.

			Adicionalmente ello se debe al sesgo formativo universitario, donde esta rama de conocimientos no se ha establecido en una relación de igualdad con el resto; además, los alumnos reciben una formación sesgada en cantidad de horas lectivas hacia los contenidos clínicos. Ello indica una sensación de mayor confianza profesional posterior en esta área de la psicología, pero también la adopción de un prisma sesgado ante los problemas jurídicos que le son planteados. A modo de ejemplo, el análisis de un asesinato donde se observe que el autor presenta una personalidad antisocial sirve de muy poco en la investigación criminal de las organizaciones policiales, pues lo relevante es la conducta ejecutada, su estructura, funcionalidad, componentes, etc. En otras palabras, los psicópatas matan, pero otras personas sin patología también, y sus conductas pueden ser comunes, al igual que sus motivaciones.

			Soria (1998, 2005) divide la psicología jurídica en doce grandes áreas de aplicación: forense, judicial, penitenciaria, criminal y de la prevención, victimización, policial, de la violencia juvenil, militar, resolución alternativa de conflictos, asesoramiento jurídico, de la norma jurídica y de investigación criminal.

			a) Psicología forense. Aquella rama de la psicología jurídica que desarrolla los conocimientos de la psicología y sus aplicaciones con vistas a concluir sus hallazgos en el seno de una Sala de Justicia, con la finalidad de auxiliar al órgano juzgador en la toma de su decisión judicial. En un principio se introdujo en los órdenes penales y civiles, en el primero sobre todo en lo relativo al estudio del estado mental del acusado, las secuelas psicológicas de la victimización y la credibilidad de los testimonios, y en el orden civil fundamentalmente en temáticas relacionadas con la guardia y custodia de menores, así como con las incapacidades y la prodigalidad. Otros órdenes con un desarrollo inferior son: el laboral, sobre todo el acoso, el estrés laboral y las secuelas psicológicas; el derecho militar, destacando aspectos de secuelas psicológicas y simulación; el eclesiástico, especialmente la incapacidad de los cónyuges para contraer y la capacidad para cumplir con las obligaciones del matrimonio; finalmente, en el orden administrativo destacan sobre todo aspectos de idoneidad para la adopción y la mala praxis profesional.

			b) Psicología judicial. Estudia los factores extrajurídicos que influyen en las decisiones de los órganos judiciales, sean unipersonal o colegiados, profesionales o legos (jurados). Pueden diferenciarse dos ámbitos, uno situado en el ámbito académico-universitario, dirigido a conocer los factores que influyen en las decisiones judiciales de tipo psicológico, social o cultural, y otro, desde una vertiente más aplicada, el asesoramiento a profesionales del derecho, fundamentalmente abogados, en la presentación de pruebas, selección de jurados, etc. Una tercera área desarrollada desde mediados de los años noventa en Estados Unidos es el apoyo de profesionales psicólogos en la toma decisional judicial y en los procesos psicológicos posteriores que pueden conllevar, esencialmente, estrés profesional.

			c) Psicología penitenciaria. Es la segunda área más antigua en España. Analiza y aplica aquellos procesos de evaluación y tratamientos de personas que se hallan bajo custodia penitenciaria, sean condenados o en espera de juicio, y aquellos procesos posteriores de tipo comunitarios destinados a su reinserción social. Su función aparece claramente establecida en la normativa penitenciaria: programas de reinserción y sistema de clasificación de presos. Pero al mismo tiempo la misma regulación deja la puerta abierta a otros aspectos, como son programas específicos para desarrollar en el seno del Centro Penitenciario por personal externo o bien programas comunitarios dirigidos a presos de tercer grado o en fase de libertad condicional para favorecer su inserción sociolaboral o el abandono del consumo de drogas.

			d) Psicología criminal de la prevención del delito. Es la rama más antigua en la psicología jurídica, entendida como el conocimiento de aquellos procesos psicosociales que influyen en la génesis, desarrollo y mantenimiento de la conducta criminal, así como de aquellas técnicas dirigidas a su control previo o detección. Diversas áreas han sido implementadas, sobre todo los estudios sobre la personalidad criminal y su motivación psicológica, en segundo término los estudios psicosociales sobre la criminalidad y finalmente los programas de prevención del delito, estos últimos de desarrollo muy reciente en España, pero de gran tradición en países anglosajones.

			e) Psicología de la victimización criminal. Es una rama de fuerte progresión exponencial desde su inicio en nuestro país en el año 1985, y especialmente desde el desarrollo de una legislación más ajustada a las necesidades de las víctimas a nivel de protección, esencialmente en casos de violencia de género y de agresiones sexuales adultas e infantiles. Se dedica al estudio de los efectos provocados por un hecho criminal en la víctima, el tratamiento posterior susceptible de ser aplicado y aquellos procesos dirigidos a su prevención.

			f ) Psicología policial. Una de las áreas de mayor potencialidad en el campo de la psicología jurídica, y por el contrario de menor desarrollo en nuestro país, dirigida a los centenares de miles de miembros de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, que se enfrentan a diario, en el ejercicio de sus funciones legalmente establecidas, a múltiples conflictos y problemáticas sociales y personales. Definible como aquella rama de la psicología jurídica dirigida a la aplicación de la psicología clínica, social y criminal a los procesos organizativos (selección de personal, comunicación sociocomunitaria, etc.), de formación (asistencial, manejo del estrés, etc.), administrativos y de apoyo interno (apoyo psicológico profesional y familiar, factores laborales de riesgo, etc.) y de investigación policial (análisis de la conducta criminal, negociación en toma de rehenes, etc.).

			g) Psicología de la violencia juvenil. Es una de las áreas más esenciales y contiene dos vertientes: una de tipo forense, asesorando a las instancias judiciales sobre la medida penal más viable sobre el menor infractor; la segunda hace referencia a la aplicación de dicha medida, ya sea en medio abierto, semicerrado o cerrado. De forma genérica, pueden incluirse los estudios sobre la génesis de la violencia en menores transgresores.

			h) Psicología militar. De gran relevancia en otros países, posee un escaso desarrollo en el nuestro, encontrándose muy ligada especialmente a los procesos de selección y ascenso profesional, así como al apoyo psicológico de crisis en situaciones de guerra, pero con escaso desarrollo en otras áreas. No obstante, cabe destacar su relevancia en los procesos de inteligencia militar.

			i) Psicología de la resolución alternativa de conflictos. Este campo, compartido entre la psicología jurídica y otras ramas de esta u otras ciencias, ha conocido desde finales de los años 90 un desarrollo muy importante en nuestro país, especialmente en su vertiente civil. Se define como aquella rama de la psicología jurídica dirigida a conocer, desarrollar y aplicar las metodologías y técnicas psicológicas destinadas a facilitar los procesos de negociación y mediación como medios para resolver los conflictos sociales sin adentrarse en la vía de litigio judicial.

			j) Psicología de asesoramiento jurídico. Esta rama de la psicología jurídica se dirige al apoyo a la abogacía en su práctica procesal (selección de jurados, análisis documental, interrogatorios, etc.), así como al órgano decidor (estrés profesional, refuerzo informativo, etc.).

			k) Psicología de la norma jurídica. Es una rama situada en un nivel de desarrollo muy inferior en nuestro país, pero de gran importancia, al potenciar una mejor interpretación de la conducta humana a la hora de establecer la norma jurídica, así como los procesos sociales susceptibles de ser utilizados. Su participación mejora la adecuación entre la norma y la finalidad perseguida por esta.

			l) Psicología criminológica. Enfocada esencialmente, si bien no de forma exclusiva, al apoyo operativo de las unidades de investigación criminal de la policía, con la finalidad de mejorarlo con el desarrollo y aplicación de nuevas técnicas al análisis de la conducta criminal. Tradicionalmente se ha vinculado con la perfilación criminal, pero abarca numerosos ámbitos, desde aspectos ligados al cibercrimen o al crimen organizado, la elaboración de bases de datos o el análisis de los mismos con fines de inteligencia, o el desarrollo de nuevos procesos de entrevista o interrogatorio.

			2. FORMACIÓN, ASOCIACIONES E INVESTIGACIÓN EN PSICOLOGÍA JURÍDICA

			2.1. Formación

			La formación en esta área de la psicología presenta numerosas dificultades. 

			En primer lugar, la escasa o nula formación en psicología jurídica a nivel de grado universitario. Así, a pesar de su existencia en la primera propuesta del Ministerio de grado en psicología de crear una rama de conocimiento específica a lo largo del mismo, no existe ninguna asignatura troncal/obligatoria en los planes docentes existentes. Además, la mayoría de las universidades españolas no presentan ninguna asignatura optativa. Este hecho se debe a diversos factores: el sesgo hacia la psicología clínica en la prioridad de los aprendizajes, la ausencia de un pasado histórico que sostenga la formación, y sobre todo el desfase entre las necesidades profesionales y las estructuras organizativas académicas. Es más, a pesar de existir regulaciones jurídicas a nivel profesional que exigen dicha formación y del crecimiento exponencial en el número de psicólogos dedicados a esta área, no se percibe una necesidad profunda de modificación de los planes de estudio de grado.

			En consecuencia, la ausencia de un marco formativo estructurado de grado provoca que los posgrados adopten enfoques muy dispares, muchos de ellos manteniendo el sesgo hacia el contexto clínico y una preponderancia hacia las pruebas psicológicas, test o escalas, como mecanismos básicos de evaluación. Adicionalmente, la división de los másteres entre oficiales y títulos propios supone un grave problema. Los primeros son de tipo generalista y tienden a ser impartidos por docentes procedentes del ámbito universitario, con conocimientos teóricos, pero sin disponer de un dominio aplicado. Por el contrario, los títulos propios presentan la posibilidad de una docencia extremadamente aplicada, pero legalmente no se permite el acceso directo al doctorado y, en consecuencia, se corta el acceso a la investigación en este ámbito de la psicología.

			En segundo lugar, observamos la ausencia de un corpus teórico unitario. El desarrollo profesional o aplicado no ha facilitado una concepción unitaria del campo de intervención profesional. Ello se observa en el mismo nombre de la disciplina, pues adolece de una falta de precisión, encontrando como similares los conceptos de psicología jurídica, forense, legal, del derecho, etc. Dicha incertidumbre también se halla presente en las técnicas; así, múltiples autores confunden la entrevista con el interrogatorio, afirmando que es posible interrogar a un testigo sin tener en cuenta que, desde el marco legal vigente, el interrogatorio anularía los resultados provocados en el testimonio logrado por la presión psicológica inducida, al tiempo que resulta muy complicado aplicarlo a detenidos en función de la garantía de sus derechos procesales.

			Tercero, la confusión clínica-patológica ha inducido a pensar en la psicología jurídica como una vertiente aplicada más de la psicología clínica, esencialmente incardinada en la psicopatología y la evaluación de la personalidad. Dicha percepción es errónea, al tener un conjunto de especificidades en las técnicas utilizadas, en los fines perseguidos, en la vinculación con otros profesionales, en el contexto jurídico de aplicación, etc., que la hacen radicalmente distinta de dicho enfoque reduccionista. No obstante, sí es cierto que exige de sus conocimientos, pero de forma similar al resto de las ramas de la psicología como ciencia en función del fin perseguido. A modo de ejemplo, las leyes y los reglamentos penitenciarios establecen que los tratamientos a presos condenados deben ser de tipo psicosocial, pero erróneamente se les otorga socialmente una perspectiva clínica. Ello no significa que en el seno del contexto penitenciario coexistan con otros tratamientos específicamente clínicos.

			En cuarto lugar, existen diversas dificultades para delimitar las áreas de aplicación respecto de otras ramas de la psicología y en conjunto de las ciencias humanas. Así, por ejemplo, está inconclusa la delimitación del campo con la sociología jurídica o la criminología, y tampoco queda clara su especificidad. Para nosotros, siguiendo a Munné (1994), debe situarse dentro de la psicología social, entendida esta a su vez como una disciplina sustantiva, relacionada con la psicología (básica, experimental, etc.), la sociología, la historia y otras disciplinas de forma mutuamente interactiva.

			A pesar de las dificultades previamente señaladas, el crecimiento en oferta y demanda de formación es evidente desde principios de los años noventa (Hernández y Soria, 1991), esencialmente a nivel de formación de posgrado (universidades) y continuada (colegios profesionales y otras entidades).

			2.2. Organizaciones

			La organización de la psicología jurídica muestra una dinámica muy activa en torno a dos marcos organizativos.

			Primero, las comisiones y secciones profesionales de los colegios profesionales de psicología. En ellos surgieron los primeros grupos de discusión sobre el tema, que rápidamente se articularon en el seno de la organización colegial convirtiéndose en comisiones y posteriormente secciones profesionales. Su función desde el inicio ha sido triple: facilitar un canal de intercambio, formación y discusión entre los profesionales del campo, promover la psicología jurídica dentro de la profesión y potenciar las relaciones con otros profesionales próximos al campo (abogados, jueces, etc.).

			En segundo lugar encontramos las Asociaciones científicas nacionales e internacionales. De forma similar a las funciones y competencias de la APA, en España cabe destacar la Sociedad Española de Psicología Jurídica y Forense, cuya función es la promoción e intercambio de los conocimientos científicos mediante congresos y sobre todo las revistas científicas. Dicha entidad y otras similares buscan, a través de la incorporación a asociaciones internacionales, facilitar dicho intercambio de conocimientos profesionales a nivel mundial. Actualmente son dos las principales áreas de expansión: Europa y América latina. Así, la organización de publicaciones, congresos, reuniones, etc., ha significado un elemento clave en el actual desarrollo socioinstitucional de la profesión. Por su especialmente relevancia en la articulación de la psicología jurídica española en el contexto europeo podemos citar la European Association of Law and Psychology.

			2.3. Investigación

			La investigación sobre la psicología jurídica proviene, al igual que otras ramas de nuestra disciplina, de dos grandes ámbitos: la psicología social experimental y la empírica-aplicada. Llegados a este punto desearíamos señalar que las publicaciones de las investigaciones jurídicas realizadas hasta la fecha en España ciertamente abarcan un buen número de trabajos, pero ello puede inducir a engaño. Así, en el libro de Sobral y Prieto (1994), de los nueve capítulos tres de ellos ya habían sido publicados al menos una vez en otros libros (Alonso-Quecuty y Diges, 1994; Sobral y Prieto, 1994).

			Actualmente podemos hablar de múltiples líneas de investigación abiertas en nuestro país, algunas novedosas, pero otras con una gran tradición. Veamos las principales:

			—Estudios sobre la representación social. Se analizan diferentes ámbitos jurídicos, como justicia, policía, etc. Tradicionalmente ha sido un área reservada a los sociólogos, que adoptan una metodología de análisis descriptiva de la realidad sin adentrarse en un estudio de sus causas. Su objetivo esencial es facilitar información sobre la percepción social (la sociedad, un determinado colectivo profesional, etc.) sobre una organización o situación social (victimización, delitos, etc.).

			—Toma de decisiones judiciales. Es un área relativamente novedosa, pero con gran potencial de desarrollo. Las teorías básicas utilizadas son de raíz sociocognitivas. Su objetivo es comprender cómo se elaboran y el proceso seguido por los jueces para alcanzar una sentencia. Por tanto, es un proceso intrasujeto, pero afectado y que afecta al entorno social (víctima, delincuente, familia, etc.).

			—Testimonio. Es uno de los ámbitos más antiguos, especialmente a nivel experimental. No obstante, los trabajos empíricos con testimonios reales son escasos, por las dificultades legales y metodológicas para llevarlos a cabo. En cambio, su necesidad práctica es evidente, desde procesos de análisis de la credibilidad del testimonio al desarrollo de técnicas policiales. Un elemento que presenta serias dificultades es la transpolación de resultados de la esfera experimental a la aplicada. En esta última, procesos como la intimidación familiar, el procedimiento legal, el contacto con fiscalía, las garantías procesales del acusado, etc., generan interacciones no estudiadas en el testigo.

			—Actitudes profesionales. Es un área antigua dentro de la psicología social española, pero su aplicación al ámbito jurídico es muy reciente. Algunos ejemplos son los trabajos en policía, en servicios de apoyo, en prisiones, etc. En conjunto, el objetivo de dichos estudios es conocer las actitudes, como precursoras de la conducta, de los diferentes profesionales sobre un tema concreto (presos, drogadictos, víctimas, etc.).

			—Jurado. Con gran tradición, pero hasta fechas muy recientes sin gran aplicación jurídica, con la inmediata puesta en marcha de los jurados se ha observado su necesidad y validez. Los estudios tradicionales versan sobre dos temas interrelacionados. Uno primero y relativamente menos abundante es el proceso de selección del jurado. El segundo es mucho más relevante, el análisis de la toma de decisiones del jurado. Partiendo de los procesos sociocognitivistas (influencia social, negociación, poder, etc.), así como del funcionamiento de los grupos humanos, intenta analizar los mecanismos que interaccionan en la toma de decisiones, con el fin de establecer un perfil lo más operativo posible (composición del jurado, dimensión, tipo de decisión exigida, etc.).

			—Instituciones penitenciarias. Es sin duda una de las grandes líneas de investigación. Existen múltiples investigaciones bien documentadas sobre sistemas de evaluación, tipos de tratamiento y sus efectos, las metodologías intervenidas, etc. En conjunto, puede afirmarse que actualmente se han estudiado la mayoría de los procesos psicosociales implicados en el tratamiento penitenciario español. Este hecho se debe a la prioridad concedida a la investigación como elemento clave en el conocimiento de la interacción social intra y extra carcelaria y en la génesis posterior de planes de intervención (conductuales, ambientales, sociocognitivos, etc.).

			—Delincuencia juvenil. Básicamente son estudios descriptivos sobre la problemática social y los procesos reeducativos necesarios, siendo uno de los campos temáticos más antiguos de investigación. En el primer caso hallamos estudios sobre la esfera social del joven delincuente, intentando establecer las bases, desarrollo, interacciones con los agentes de control social, etc., que facilitan la aparición de la delincuencia juvenil. Una segunda línea de aparición posterior es similar a la señalada en instituciones penitenciarias y se centra en el estudio de los planes educativos existentes en los centros cerrados, semiabiertos o en medio abierto para delincuentes juveniles.

			—Victimización. Tradicionalmente ha sido un campo reservado a la sociología y a la criminología, en el primer caso a través de las encuestas de victimización y en el segundo mediante los estudios de criminalidad. Recientemente la psicología social se ha interesado por dos áreas: estudios sobre grupos de víctimas (malos tratos, violación, etc.) y efectos derivados de la victimización (psicológicos, legales, segunda victimización, etc.). La progresión en el contexto de la violencia de género ha sido espectacular debido a la aportación de fondos económicos desde las instituciones públicas y de forma mucho más reciente en la victimización a menores.

			—Análisis de la conducta criminal, estudiado inicialmente por la psicología de la personalidad en el contexto de la perfilación criminal, intentando establecer las características comunes, ligadas o no a la psicopatología. Pero posteriormente se ha ampliado al estudio de los testimonios, grupos delincuenciales, estructuras de crimen organizado, prevención ambiental del delito, etc., y en consecuencia adentrándose en una relación entre la psicología social y la criminología, al concebir la conducta criminal como el resultado de la interacción entre la personalidad y el ambiente.

			Al margen de las anteriores líneas de investigación, existen otras que abarcan otros campos aplicados: la mediación familiar, la conciliación civil, los procesos de coerción o de radicalización, etc.

			3. DEONTOLOGÍA Y PSICOLOGÍA JURÍDICA

			El 22 de mayo de 1987 el Colegio Oficial de Psicólogos de España aprueba el primer Código Deontológico en nuestro país. Posteriormente, el 2 de noviembre de 1989, lo hará el Colegio Oficial de Psicólogos de Catalunya, regulando, de forma independiente, la praxis de todos aquellos psicólogos colegiados en su sede (COPC, 1989).

			Los motivos para crear un Código Deontológico son muy amplios, siendo los más relevantes (Clemente, 1995; COPC, 2000; Soria, 2002; Soria, Garrido y González, 2004):

			—La defensa del usuario o consumidor y del propio profesional que presta el servicio. Para ello se establecen los elementos de control sobre el intrusismo profesional o la mala praxis profesional, entre otros.

			—La adecuación al marco jurídico regulatorio. Toda práctica profesional debe regirse por los aspectos jurídico-económicos que lo enmarcan; por ello es fundamental atender los aspectos de fiscalidad, acciones penales, responsabilidad civil, etc.

			—La normativa vigente en el seno de la organización profesional. Esta puede establecer, en función de la normativa genérica, aspectos especiales que influyen muy significativamente en la práctica profesional, como son el control de documentos, el acceso a la información, el traspaso de la misma, etc.

			—La asunción del riesgo de efectos no deseados. La actuación del psicólogo, como cualquier intervención sobre una persona, puede causar perjuicios al usuario de la misma, aunque ella no sea, obviamente, el objetivo; por ello debe establecerse un sistema de control sobre los profesionales y al mismo tiempo ofrecer al usuario la actuación de unas determinadas organizaciones que velan por sus derechos.

			—La vinculación a preceptos específicos. El psicólogo se encuentra vinculado por preceptos derivados de distintas fuentes, como son la dignidad o condición humana, la bioética (no maleficencia, de justicia, de beneficencia y de autonomía del paciente), las ciencias de la salud y su propio código deontológico.

			Debido a la especificidad de la profesión de psicólogo, y aún más en cuanto al ámbito de la Psicología Jurídica se refiere, se hace necesario un análisis en profundidad de las características deontológicas y éticas que guían a los profesionales de este ámbito. Desde hace unos años, y con una presencia cada vez mayor, los psicólogos han sentado las bases de su actuación profesional en el campo jurídico. Así, «El progreso histórico de nuestro país ha permitido una incipiente simbiosis de la psicología con el mundo del derecho. [...] Hay que tener presente, no obstante, que este proceso en ocasiones no es fácil, ya que la justicia tiene una propia tradición dilatada y sólida» [...] «Es en este proceso y en estos campos donde hemos de situar los conflictos éticos y deontológicos del ejercicio de la profesión» (COPC, 1998).

			Dentro de la jurisprudencia generada en cuanto a mala praxis, el ámbito de la psicología más afectado es la Psicología jurídica, y en su seno la forense. Ello se debe a las características intrínsecas de esta especialidad. A diferencia de otros campos profesionales, la jurídica suele, especialmente en su área forense, aportar información a un juez, pero al haber dos partes contenciosas en todos los procesos judiciales, una de ellas siempre quedará más o menos descontenta por la sentencia dictada. Si bien hay aspectos de la deontología psicológica que se adaptan al ejercicio profesional en libertad por parte del Psicólogo Forense, resulta muy complejo guardar la exigida imparcialidad tanto en peritos oficiales como de parte, pues existen presiones muy complejas que pueden provocar un sesgo en su actividad (sobrecarga de trabajo, coste económico, tiempo de dedicación, etc.). Esta adaptación se basa en la interpretación que se puede hacer de dicho Código, ya que «el Código establece normas básicas y orienta desde la globalidad y da un amplio margen al sentido común, a la conciencia y a la actuación conjunta, cohesionada, en ocasiones intangible, de los diversos sectores y especialidades» (COPC, 1998).

			3.1. Código Deontológico y psicología jurídica

			El Código Deontológico del Colegio Oficial de Psicología de Cataluña (2014) establece diversos principios generales, siendo los siguientes aquellos más directamente relacionados con la psicología jurídica:

			—Beneficencia y no maleficencia. Debe evitarse cualquier intervención, se entiende también evaluación, que pueda causar daño por acción u omisión. Este principio implica que los psicólogos de investigación criminal o los forenses deben conjugarlo con los efectos negativos, esencialmente detención y prisión, que puede conllevar su actuación profesional.

			—Responsabilidad. Implica el cumplimiento de la deontología. Para ello es fundamental la actualización profesional constante.

			—Integridad. La relación con los clientes, ya sean personas o instituciones, por ejemplo el sistema judicial, debe evitar toda falsedad, ocultación, sesgo, etc., y especialmente afirmaciones no fundamentadas en conocimientos científicos.

			—Justicia. Debe evitarse la discriminación de género, cultural, etc. En nuestro caso es esencial cuando se debe evaluar a un acusado de un delito grave con rechazo social intenso (violación, agresión sexual infantil, pornografía infantil, etc.).

			—Legalidad. Respeto escrupuloso a la normativa legal vigente, internacional, nacional o autonómica.

			Diversos artículos del Código Deontológico del Colegio de Psicólogos de Cataluña (2014) afectan de manera muy directa a los psicólogos jurídicos, siendo los más destacables:

			Art. 4. El profesional de la psicología, en el ejercicio de su profesión, tiene que ser independiente y tiene que rechazar todo tipo de impedimentos u obstáculos para su independencia profesional y para el ejercicio legítimo de su profesión.

			Art. 5. En el ejercicio de la profesión, el psicólogo está obligado a respetar los principios comunes a toda deontología profesional: el respeto a la persona, la protección de los derechos humanos, el sentido de la responsabilidad, la honestidad, la sinceridad con los clientes, la prudencia en la aplicación de los instrumentos y de las técnicas, la competencia profesional y la solidez de la fundamentación científica de sus actividades profesionales.

			Art. 9. Es un deber ético del profesional de la psicología actualizar su formación y sus conocimientos dentro del ámbito de sus competencias. Tiene que conocer los límites de su competencia profesional y los de los procedimientos y métodos de la profesión, que tiene que utilizar con la debida cautela, y los de los resultados. Igualmente, tiene que evitar falsas expectativas.

			Art. 13. En el ejercicio forense, los psicólogos tienen que estar familiarizados con las normas judiciales o administrativas que rigen su tarea. Igualmente, tienen que tener una formación especializada.

			Art. 16. El psicólogo no tiene que ejercer, no tiene que contribuir a ejercer ni tiene que encubrir prácticas que atenten contra la libertad y la integridad física y psíquica de las personas. La intervención directa en actos de tortura y de maltrato o la cooperación en estos actos, además de ser un delito, constituye la violación más grave de la ética profesional.

			Art. 17. El psicólogo, en la prestación de su servicio, no tiene que discriminar personas y/o grupos por razones de edad, de sexo, de cultura, de nacionalidad, de nivel socioeconómico, de raza, de religión, de idioma, de orientación o identidad sexual, de discapacidad, o de cualquier otra diferencia. Si en el transcurso de la intervención considerara que las características personales y/o ideológicas del usuario entran en una contradicción grave con las propias, tendrá que abstenerse en su intervención.

			Art. 20. Si el usuario solicita información sobre su proceso o resultados de una valoración, el profesional de la psicología le tiene que proporcionar la información demandada o los resultados solicitados.

			Art. 24. Sin perjuicio de la crítica científica que estime oportuna en el ejercicio de su profesión, el psicólogo no tiene que desacreditar colegas u otros profesionales que trabajen a partir de los mismos principios teóricos y/o metodológicos o de otros. Tiene que hablar con respeto de las escuelas y de las clases de intervención que disfrutan de credibilidad científica y profesional.

			Este artículo es aplicable en los casos periciales donde se produzca un contrainforme o se deba revisar la actuación veraz de un compañero de disciplina.

			Art. 31. El psicólogo tiene que tener un cuidado especial en no crear ni mantener falsas expectativas, que posteriormente sea incapaz de satisfacer profesionalmente.

			Art. 35. Los psicólogos tienen que basar las valoraciones contenidas en sus informes, referidos en cualquier ámbito de intervención, en información y en técnicas adecuadas para fomentar sus conclusiones. Solo pueden ofrecer valoraciones de las características psicológicas de un sujeto después de una adecuada exploración. Si la exploración directa es inviable, reflejará y tiene que reflejar en los resultados las posibles limitaciones de su estudio.

			Art. 38. La información que el profesional de la psicología reúne en el ejercicio de su profesión está sometida a confidencialidad, de la cual solamente está eximido por consentimiento expreso del usuario o por supuestos legales.

			Art. 39. En el proceso de consentimiento informado hay que informar de los límites de la confidencialidad. Se considera como límite, además de los establecidos por la ley, el posible riesgo grave por el propio usuario mismo, para terceras personas o para el mismo profesional.

			Art. 41. Las enumeraciones o listas de sujetos evaluados donde consten el diagnóstico y datos de la evaluación que sean requeridos por otras entidades con vistas a la planificación, a la obtención de recursos o para otras finalidades se tienen que entregar sin el nombre ni los datos de identificación del sujeto, siempre y cuando no sean estrictamente necesarias.

			Art. 44. Los registros escritos o electrónicos de los datos psicológicos, de las entrevistas y de los resultados de pruebas serán conservados, bajo la responsabilidad del psicólogo, en unas condiciones que aseguren la confidencialidad.

			La intervención de los psicólogos en el ámbito judicial, o más bien la reflexión ética y deontológica en este campo de aplicación, se puede abordar desde cinco grandes marcos de análisis (Font, 1998):

			—La integración al sistema. Los psicólogos que aplican la Psicología en el campo jurídico tienden a percibirse dentro del sistema, perdiendo su independencia, pues pasan a estar sometidos a unas leyes y procedimientos que van más allá de su control; por ello están de la misma manera sometidos a un compromiso solidario con el sistema y con la respuesta judicial.

			—La responsabilidad social. Los conflictos que llegan a la justicia reflejan el último eslabón de un fracaso personal o social. Frente al mismo los psicólogos participan activamente en la resolución y toma de decisiones en cuanto a las emociones implicadas en dichos conflictos.

			—El marco de trabajo. En este caso, y aun siendo las pretensiones del psicólogo el cambio social y la mejora del sistema, mediante propuestas y alternativas tanto para la ejecución de las medidas como para el trato a las víctimas, el hecho de trabajar dentro de una estructura establecida como el sistema jurídico hace que tengan que aceptar los límites que esto conlleva, es decir, la aceptación del proceso judicial, aunque se plantee las posibles consecuencias negativas del mismo.

			—La relación con el usuario. Esta relación se verá limitada por el objetivo que se persigue en las periciales psicológicas, el auxilio de la justicia. Por ello es una relación en la que hay que contar siempre con la posible influencia de las consecuencias que se derivarán de la misma en el campo judicial. Al estar el sujeto formando parte de un procedimiento judicial, es necesario tener en cuenta que este hecho reinará sobre la relación, impidiendo cualquier vínculo terapéutico o de otra clase, que además no es en ningún caso el objetivo del trabajo del Psicólogo Forense, al menos en cuanto a la realización de peritajes. Este hecho no implica que la relación no sea positiva para el sujeto en cuanto a velar por sus derechos, bienestar y ofrecerle la información de manera inteligible desde nuestro campo profesional.

			—La crítica social. El autor plantea las críticas existentes acerca de la intervención de las ciencias humanas y sociales en el campo jurídico como elementos de obligada reflexión, por contener elementos de protección de la persona.

			3.2. Trasgresión deontológica en psicología jurídica

			Soria, Garrido y González (2005) recogen la casuística de transgresión deontológica del COPC asociada a la psicología jurídica:

			—Custodia de la información (historia clínica) cuando la entidad cierra o el profesional la abandona.

			—Honorarios abusivos.

			—Redacción inadecuada de informes.

			—Secreto profesional: derecho y preservación de la intimidad.

			—Aceptación de casos incompatibles (conflicto de creencias y coincidencia en la confesionalidad terapeuta-paciente).

			—Límites del secreto profesional.

			—El psicólogo víctima de la patología del paciente.

			—El paciente víctima de la patología del psicólogo.

			—El psicólogo utilizado en conflictos de intereses.

			—Psicoterapia de menores en custodia compartida.

			—Peritajes de parte.

			—Duplicidades: perito-terapeuta.

			—Diagnóstico de menores sin permiso paterno.

			—Competencia desleal.

			—Intrusismo protegido.

			—Atención psicológica por teléfono.

			—Recetas de medicamentos.

			—Publicidad engañosa.

			En la publicación Ética y deontología para psicólogos, el Colegio Oficial de Psicólogos de España (2004) aporta un recopilatorio de casos interesantes a nivel deontológico para ayudar a conocer un poco mejor al psicólogo los posibles casos de denuncia. Dentro de los mismos, la mayoría corresponden al área de la psicología jurídica. A continuación se muestran cuatro ejemplos extraídos de dicho documento sobre las situaciones creadas y la resolución colegial posterior (Soria, Garrido y González, 2004).

			Caso 1. Abusos sexuales. Ambigüedad de rol

			«La demandante refiere en su denuncia cómo el psicólogo la acariciaba cuando aplicaba técnicas de relajación, llegando en una sesión a besarla y acariciarle los pechos, ante lo cual ella lo rechazó y pidió explicaciones sobre la conducta del profesional, contestándole el psicólogo que se sentía atraído por ella». Desde el Colegio de Psicólogos se valora: «Con su proceder (el del psicólogo) dio lugar a situaciones muy confusas para la paciente, al asumir un papel más propio de un amigo o compañero que el de un profesional. Se considera vulnerado el artículo 29 del Código Deontológico (estatal) y se califica la falta como grave».

			Caso 2. Informe psicológico para una adopción internacional. Idoneidad

			La demanda de la pareja que pretende adoptar se centra en «la falta de objetividad, y al mismo tiempo se quejan de que el trato recibido por ellos durante las entrevistas era poco menos que vejatorio, no solo por el tono de las preguntas sino también por la emisión de comentarios por parte del psicólogo, que vertía claramente juicios acerca de las conductas, opiniones o comportamiento de los candidatos a padres». El proceso evaluativo desde el Colegio de Psicólogos se valora: «Por tanto, el psicólogo había mantenido un trato con los clientes no respetuoso y había procedido con escasa profesionalidad, lo que significaba la vulneración de los artículos 6.º y el 48.º del Código Deontológico (estatal) del Psicólogo».

			Caso 3. Informe para trámites de separación. Informe de parte

			Se presenta un escrito en una de las Delegaciones del Colegio de Psicólogos, aludiendo a los defectos metodológicos que al parecer presentan los informes aportados por el psicólogo al que se solicitaron informes evaluativos acerca de la conveniencia de visitas del padre y su efecto psicológico en la hija de ambos, a petición de la madre. La denuncia plantea, además de fallos metodológicos, un ataque a la dignidad personal del padre, pues este no conoce al psicólogo y nunca le ha realizado evaluación alguna; sin embargo, el psicólogo en los informes realiza afirmaciones taxativas que le imputan la conducta que es objeto de denuncia en los juzgados (abusos sexuales a su hija).

			El padre presenta en la Comisión Deontológico una serie de documentación, con la que logra que dicha Comisión admita a trámite la denuncia, entendiendo que se podrían estar vulnerando los artículos 6, 12, 15, 17, 18, 44 y 48 del Código Deontológico del Psicólogo. La comisión nombra un instructor para el expediente, y este se pone en contacto con el psicólogo y le informa de los criterios por los que podría haber incumplido el Código. Alude a partes del texto de sus informes como:

			«A continuación mostraremos cuáles y cómo son, en principio, las conductas anómalas del padre hacia su hija». «En relación con estas historias comprobamos, constatamos, que existe una violación de los derechos de la menor y un espantoso y horrendo abuso sexual incestuoso del padre hacia la hija». «La niña ilustra perfectamente cómo han de hacerse ciertas conductas sexuales». «Nos tememos, e incluso afirmamos, que el pertinaz y espantoso maestro pudiera ser el propio padre».

			Desde la Comisión se solicita al psicólogo que aclare las cuestiones planteadas, que pudieran estar vulnerando el Código Deontológico. Este se pone en contacto con el instructor, a quien explica que no tenía mala intención, que no tiene formación en psicología jurídica, y que los informes los realizó por un compromiso de amistad hacia la madre, dejándose guiar por las indicaciones del abogado de esta.

			Finalmente, el psicólogo remite un pliego de alegaciones a la Comisión Deontológica, basando sus explicaciones en que había obrado de buena voluntad, siempre intentando conservar el beneficio de la menor. La Comisión Deontológica propone a la Junta Rectora del Colegio de Psicólogos la sanción que corresponde por los artículos infringidos.

			Caso 4. Supuestos abusos sexuales. Informe por separación de padres, realizado por uno de los padres (informe de parte)

			La madre de la menor realiza una denuncia por abusos sexuales a su hija por parte del padre de la misma, presentando un informe que afirma la existencia de tales hechos, realizado por el psicólogo que la atiende a ella, así como a la niña ocasionalmente.

			A la menor se le realizó exclusivamente la prueba de los muñecos anatómicos, a partir de la cual el psicólogo concluye la existencia de abusos sexuales. Es por esta razón por la que el padre presenta una demanda ante la Comisión Deontológica del Colegio de Psicólogos de su comunidad autónoma.

			Lo más destacable que plantea la Comisión con relación a este caso es la falta de cautela del psicólogo al realizar los informes a petición de la madre, para presentarlos en el juzgado y asimismo su posterior declaración y ratificación de los mismos ante el juez, de los que se pueden extraer párrafos como:

			«Por su edad, 5 años, los niños todavía no mienten, ya que la mentira aparece en fases posteriores.»

			«Las víctimas de abusos sexuales necesitan una ayuda profunda para su superación. La primera ayuda es la de que sean creídos a pesar de su corta edad y precisamente por ello.»

			«En ningún momento una niña de 5 años tiene la capacidad de mentir en un tema tan amplio como el que nos ocupa.»

			Todas las afirmaciones del psicólogo se aplican para la interpretación de una prueba que se utilizó de forma absoluta y sin otros datos de contraste o verificación de las conclusiones a las que se llegaba.

			Finalmente, la Comisión Deontológica valoró que se infringían los artículos 12 y 48 del Código Deontológico del Psicólogo, pero el psicólogo se benefició de unas irregularidades que se realizaron en el procedimiento y el caso quedó sobreseído. Sin embargo, la Comisión Deontológica Estatal acordó que el escrito de su propuesta de Resolución recogiera todas las advertencias que se consideraban oportunas, mencionando al psicólogo lo conveniente de ser más cauto a la hora de realizar informes psicológicos.

			4. EL PSICÓLOGO JURÍDICO

			4.1. Los roles jurídicos

			Cuando un psicólogo jurídico actúa a nivel forense, puede hacerlo desde diferentes roles dentro del proceso (Soria, 2002):

			—Testigo. El psicólogo describe los hechos observados y aporta información relativa a los mismos, facilitando información sobre las situaciones vividas. Es simplemente un testigo que tiene conocimiento de un hecho ilegal; por ejemplo, observa las amenazas físicas contra una mujer en su despacho profesional, o cómo se trafica con drogas en un centro penitenciario.

			—Testigo cualificado. Se refiere a la persona con determinados conocimientos técnicos, como es el caso de un psicólogo, y que tiene constancia de un hecho ilegal en virtud precisamente de sus especiales conocimientos, poniendo en conocimiento o bien siendo llamado por el sistema judicial para su declaración sobre todo lo conocido. Por ejemplo, el que un paciente le informe de su intención de matar a una persona o la verbalización de una simulación de secuelas psicológicas tras un accidente de tráfico para cobrar una indemnización.

			—Perito. Aquel profesional del campo psicológico que emite un dictamen de acuerdo a un atento examen de los extremos sometidos a su consideración, que finalmente son exteriorizarlos en forma de conclusiones o respuestas a los puntos litigiosos acerca de los cuales fue consultado. En la mayoría de los procesos es nombrado formalmente por el juez, aunque sea solicitado por una de las partes, y actuará en el juicio cuando se considere oportuno por las partes, y bajo la autorización del juez, para aclarar puntos del informe emitido. En este caso se relaciona la evaluación practicada exclusivamente con el objetivo judicial de la prueba pericial autorizada y en función de su capacidad acreditada como experto.

			—Asesor. Psicólogo que asesora a una de las partes o al juez/tribunal. En el caso del órgano decisional, el asesoramiento tiene como objetivo esencial facilitar información relevante sobre las pruebas aportadas, y en segundo término ayudarlo en el proceso decisional del veredicto. Cuando colabora con las partes, hecho más habitual, su función esencial se dirige a reforzar la acción probatoria (análisis de las pruebas aportadas en el proceso, búsqueda de otras nuevas, etc.).

			En los tres primeros casos, el psicólogo podrá/deberá testificar en sala durante la vista oral de forma absoluta y rígidamente imparcial. En el caso del asesor no podrá hacerlo cuando es de parte, pues habrá perdido la imparcialidad.

			Existe una incompatibilidad entre su rol de testigo cualificado con el de perito, pues en el primer caso existe una vinculación emocional con el sujeto a valorar (por ejemplo, terapia), mientras que en el segundo es obligada la desimplicación afectiva con las personas evaluadas. En caso de ser transformado dicho rol profesional durante el proceso judicial, el psicólogo deberá conocer las implicaciones legales y deontológicas que ello implica en su actuación profesional.

			El rol de experto puede acreditarse mediante diversos criterios: la experiencia alcanzada en casos judiciales similares, formación académica oficial alcanzada, publicaciones elaboradas sobre la temática evaluada, investigaciones realizadas, etc.

			4.2. Los informes judiciales

			Un psicólogo jurídico puede aportar dos tipos de informes ante un tribunal:

			—Pericial: elaborado después del nombramiento, con el objetivo de responder a las preguntas solicitadas judicialmente (objetivo de la pericia).

			—Documental: elaborado como consecuencia de un contacto o conocimiento de un sujeto relacionado con su actividad profesional. Tiene como objetivo describir aquellos elementos sobre los cuales considera el tribunal o juez que puede tener información importante. Ello resulta especialmente relevante en casos de psicólogos que realizan tratamiento de procesos de victimización criminal y penitenciarios.

			La regulación de los peritos y su actuación se especifica desde el artículo 335 hasta el artículo 352 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Específicamente, las condiciones que debe cumplir un perito para realizar un peritaje están contempladas en el artículo 340 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, 2000), según el cual:

			1.Los peritos deberán poseer el título oficial que corresponda a la materia objeto del dictamen y a la naturaleza de este. Si se tratare de materias que no estén comprendidas en títulos profesionales oficiales, habrán de ser nombrados entre personas entendidas en aquellas materias.

			2.Podrá asimismo solicitarse dictamen de Academias e instituciones culturales y científicas que se ocupen del estudio de las materias correspondientes al objeto de la pericia. También podrán emitir dictamen sobre cuestiones específicas las personas jurídicas legalmente habilitadas para ello.

			3.En los casos derivados del apartado anterior, la institución a la que se encargue el dictamen expresará a la mayor brevedad qué persona o personas se encargarán directamente de prepararlo, a las que se exigirá el juramento o promesa previsto en el apartado segundo del artículo 335 LEC.

			Esta última pero esencial condición aparece regulada en el artículo 335 LEC. Así, al emitir el dictamen todo perito deberá manifestar, bajo juramento o promesa de decir verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las sanciones penales en las que podría incurrir si incumpliere su deber como perito.

			4.3. Los conflictos de rol

			En una situación forense en la que actúe un psicólogo forense, dos son los conflictos de rol de mayor frecuencia (Soria, Garrido, González, 2004):

			—La peritación de un cliente anterior tratado en calidad de testigo (pérdida de imparcialidad). En estos casos se deberá recusar el peritaje, alegando una relación previa con el evaluado, al no poderse mantener la imparcialidad requerida en el momento de iniciarse la pericia. Así, se deberá informar al juez sobre este hecho, aunque sí podrá serle solicitado un informe como prueba documental por el tribunal, las partes o el propio cliente. Dicho informe abarca las distintas ramas de la práctica psicológica: tratamiento, psicosocial, educativo, etc. Ello no afecta cuando se trata de un nuevo peritaje forense sobre un mismo sujeto o unos mismos hechos a modo de ampliación/actualización, o bien en el desarrollo de una nueva valoración derivada de otro procedimiento judicial.

			—La obediencia al tribunal (pérdida de confidencialidad). Más allá de los motivos de un psicólogo forense para rehusar la realización de un informe, aun siendo totalmente lícitos (amistad o enemistad manifiesta con alguna de las partes), uno de los factores más complejos y que afecta a la calidad de un buen peritaje es la pérdida de confidencialidad al encontrarse en un contexto legal. Así, deberá informarse al evaluado de que toda la información revelada en su evaluación y que tenga relación directa con el motivo del peritaje deberá ser revelada al juez, quedando eximido de una posible vulneración del Código Deontológico. Este factor afecta muy negativamente a la relación entre ambos, pues induce en el cliente una alerta sobre los riesgos sobre la información susceptible de ser revelada.

			4.4. El psicólogo como testigo judicial

			Cada vez más juzgados penales y especialmente civiles solicitan información a profesionales externos a la Administración de Justicia. Dicha demanda suele dirigirse en el primer caso a tres grandes grupos de profesionales de la psicología: clínicos, sociales y educativos. Cuando se trata de juzgados civiles, se dirige fundamentalmente a servicios sociales de base o especializados, y hacen referencia de forma directa o indirecta a la unidad familiar y su sistema de relación, para en segundo término abarcar aspectos como la salud mental o los efectos derivados de afectaciones mentales.

			La participación del psicólogo no jurídico en los procesos penales, civiles, etc., aparece claramente recogida en la legislación española y se basa en la obligatoriedad de informar al tribunal acerca de los procesos psicosociales implicados en la
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